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PlMURA DE MONTSERRAT GUDIOL. 
CATALUÑA NO PUEDE PLANTEARSE NI ORGANIZAR LA 
PROTECCIÓN DE LA INFANCIA HASTA QUE, CON EL 
ESTATUTO DE AUTONOMÍA DE 1979, RECUPERA EL PODER 
LEGISLATIVO Y LAS COMPETENCIAS SOBRE MENORES. UN 
HITO QUE DEBE RECORDARSE ES LA CREACIÓN, EN 1988, DE 
LA CONSEJERÍA DE BIENESTAR SOCIAL Y, DENTRO DE ELLA, 
DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE ATENCIÓN A LA INFANCIA. 
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a costado formular los derechos 
del niño, porque ha costado 
aceptar que pudiera tenerlos, y 
que pudiera disfrutarlos plenamente. Se 
ha dicho que se trata de-derechos reco- 
nocidos pero no ejercidos por él. Y esta 
ambigüedad no la ha resuelto totalmen- 
te la Convención de las Naciones Uni- 
das sobre los Derechos del Niño, de 20 
de noviembre de 1989. 
La primera conceptualización de los de- 
rechos del niño se remonta a 1923. La 
inglesa Englantyne Jebb, que tres años 
antes había fundado la Unión Interna- 
cional de Socorro a los Niños, sintió la 
necesidad, para dar sentido a su traba- 
jo, de un documento programático, y 
redactó la Declaración de Ginebra. Esta 
declaración, de una sobriedad admira- 
ble, no es aún, propiamente, un reperto- 
rio de derechos, sino un catálogo de las 
necesidades que la humanidad tiene el 
deber de satisfacer para que el niño 
pueda desarrollarse material y espiri- 
tualmente. Era el primer paso. La Socie- 
dad de Naciones adoptó este texto 
como propio en 1924, y algunas consti- 
tuciones se refieren a él, como la espa- 
ñola de 193 1. 
. . -- 
Las Naciones unidas, finalizada la Se- 
gunda Guerra Mundial, quisieron re- 
dactar su propia carta de dérechos del 
niño. Empezaron a elaborarla en el año 
1946. Simultáneamente, se habían ini- 
ciado los trabajos preparatorios de la 
Declaración Universal de los Derechos 
Humanos. Sin embargo, ésta se aprobó 
al cabo de dos años, mientras que para 
la primera hubo que esperar hasta 1959. 
En especial, al otorgarle este- tipo de 
derechos, el niño (cuando decimos niño 
queremos decir el niño y el adolescente; 
en realidad, la persona hasta los diecio- 
cho años) se convierte ya, cuanto menos 
sobre e1 papel, en sujeto de derecho. 
En los treinta años que van de la Decla- 
ración Universal de los Derechos del 
Niño a la Convención, la concepción de 
la niñez habia cambiado, así como la de 
su protección. Ésta se concibe ya como 
un derecho, y la minoria de edad deja 
de ser sinónimo de una etapa vinculada 
a la idea de incapacidad jurídica. Aun 
así, los problemas prácticos que dima- 
nan de la aplicación de la Convención 
están en manos de las legislaciones na- 
cionales. ' 
Pareda imprescindible esta introduc- 
ción para exponer la situación en Cata- 
luña en este ámbito. Y en primer lugar, 
decimos que Cataluña no puede plan- 
tearse la organización de la protección 
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de la infancia hasta que, con el estatúto 
de 1979, recupera el poder regislativo y 
las competencias sobre menores, 
Vemos que la Declaración de Ginebra 
se reproduce en un folleto de propagan- 
da de la Consejeria de Sanidad y Asis- 
tencia Social de la Generalitat de enero 
de 1937, en plena guerra civil, pero no 
hemos podido localizar más anteceden- 
tes. La Declaración Universal de 1959 
fue asumida inmediatamente, desde 
que en 198 1 se fqrmalizaron los traspa- 
sos de competencias en materia de 'ins- 
tituciones p6blicas de protección y tute- 
la de menores. Ya en diciembre de 
1980, la Consejeria de Justicia habia 
nombrado dos comisiones encargadas, 
respectivamente, de elaborar una reco- 
mendación de principios sobre los dere- 
chos de la infancia en Cataluña, y de 
establecer unas lfnias maestras para pla- 
nificar la protección de los menores en 
Cataluña. La primera preparó un docu- 
mento que sirvió de base a la Resolu- 
ción 3711 del Parlamento de Cataluña, 
de 10 de diciembre de 198 1, que partió 
de la Declaración de 1959, adaptándola 
a nuestra realidad. El proyecto de ac- 
tuación que redactó la segunda comi- 
sión desembocó en la Ley de Protección 
de Menores de 13 de junio de 1985; esta 
ley, hoy parcialmente derogada, recogía 
en su titulo 11, como principios rectores, 
el contenido de la Resolución 3711. La 
infiuencia es, pues, clara. 
Nuestra legislaci6n es joven. Ha podido 
incorporar directamente los logros con- 
solidados a nivel europeo e incluso uni- 
versal. La ya mencionada Ley de Pro- 
tección de Menores de 1985 es un 
ejemplo de ello. Era una ley de aplica- 
ción de medidas, pero estableció el tra- 
tamiento en medio abierto y la acogida 
familiar. El mismo año 1985 se aprobó 
otra ley fundamental, la de servicios so- 
ciales, punto de partida de la regulación 
de la infancia en riesgo. Disposiciones 
adoptadas entre 1986 y 1987, que no 
viene al caso detallar en un articulo 
como el presente, definen la infancia en 
riesgo y organizan su atención. 
Un hito que debe recordarse es la crea- 
ción, a mediados de 1988, de la Conse- 
jeria de Bienestar Social y, dentro de 
ella, de la Dirección General de Aten- 
ción a la Infancia. Inicialmente, la aten- 
ción a los menores infractores y a los 
menores desamparados, o como dicen 
todavía muchos profesionales, la facul- 
tad reformadora y la facultad protecto- 
ra, se habia atribuido a una sola conse- 
jeria, la de justicia. Ahora, la atención a 
los menores desamparados se despren- 
de del Departamento de Justicia (que se 
ocupa de los menores infractores a tra- 
vés de la Dirección General de Justicia 
Juvenil), y se confía 'a la Dirección Ge- 
neral de Atención a la Infancia. La Ley 
de medidas de protección de los meno- 
res desamparados y sobre la adopción, y 
la Ley de tutela e instituciones tutelares, 
ambas de fiales de 1991, cuyo desarro- 
llo reglamentario está aún pendiente, 
completan el marco legislativo sobre la 
infancia desamparada. 
Aun cuando nuestra aportación haya 
partido de una visión jurídica, cierta- 
mente la legislación no lo es todo: es un 
instrumento. Los problemas de la infan- 
cia en Cataluña son graves. Hay dema- 
siados niños de sectores marginados 
que no alcanzan un nivel escolar mini- 
mamente satisfactorio, y ésta es una 
cuestión que debe resolverse con un 
planteamiento global que incluya a la 
familia; la detección precoz no llega a 
todos los niños; debe revisarse la hospi- 
talización y la atención psiquiátrica; no 
se cumple la normativa sobre consumo 
y publicidad; se necesitan más institu- 
ciones dedicadas al ocio; hay problemas 
de vivienda y de nutrición; no hay me- 
dios suficientes para organizar debida- 
mente la asistencia a los niños desam- 
parados o en dificultad; y hay que 
emprender la formación de algunos pro- 
fesionales que tratan con la infancia, 
como los jueces. Un capitulo aparte es 
el acento que habría que poner en la 
familia, responsable del bienestar y de 
la crianza del niño. En otro orden de 
cosas, el niño (ya hemos explicado más 
arriba qué se entiende por niño) no es 
escuchado en aquello que le afecta. Su 
opinión se tiene en cuenta, porque así lo 
dispone la ley, en momentos puntuales, 
como la adopción; pero no puede ha- 
blarse de participación. 
Las administraciones públicas no dispo- 
nen de suficientes recursos. Por otra 
parte, estos recursos se aplican a los 
casos más flagrantes. En realidad, tanto 
la legislación como la acción de las ad- 
ministraciones públicas se centran en la 
infancia en riesgo. Esto entraña el peli- 
gro de no disponer del referente necesa- 
rio que debería proporcionarnos una 
política global de la infancia. Durante la 
discusión de la citada Resolución 1941 
111 sobre los derechos de la infancia, se 
propuso crear, en el Parlamento, "una 
comisión de carácter permanente, de le- 
gislatura, de impulso y de seguimiento 
de las políticas para la infancia". Esta 
comisión no se ha constituido, y hubie- 
ra sido un instrumento útil para poten- 
ciar la aplicación de un ordenamiento 
jurídico valioso. Necesitamos estudios 
actualizados sobe la situación real de la 
infancia en Cataluña. 
No podríamos cerrar estas notas sin una 
referencia al gran número de organiza- 
ciones no gubernamentales que acom- 
pañan o completan la acción de las ad- 
ministraciones públicas. Muchas de 
esas entidades se han unido para formar 
una federación de asociaciones denomi- 
nada "Coordinadora Catalana al Servei 
de YInfant". Cubren necesidades diver- 
sas: ocio, publicaciones y espectáculos 
para niños, infancia con disminuciones, 
educación preeescolar, catequesis, aco- 
gidas, estudio y defensa de los derechos 
de los niños, atención a la infancia con 
dificultades, etc. Todas elias son testi- 
monio de la vigencia en Cataluña de 
una sólida tradición de sociedad civil 
organizada. 
